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2005/32.  La democracia y el imperio de la ley
La Comisión de Derechos Humanos,

Recordando las resoluciones de la Asamblea General 55/96, de 4 de diciembre de 2000, titulada "Promoción y consolidación de la democracia", 57/221, de 18 de diciembre de 2002, titulada "Fortalecimiento del Estado de derecho" y 59/201, de 20 de diciembre de 2004, titulada "Fortalecimiento de la función de las organizaciones y mecanismos regionales, subregionales y de otro tipo en la promoción y consolidación de la democracia", así como todas sus propias resoluciones pertinentes, en particular las resoluciones 1999/57, de 27 de abril de 1999, titulada "Promoción del derecho a la democracia"; 2000/47, de 25 de abril de 2000, titulada "La promoción y consolidación de la democracia"; 2001/41, de 23 de abril de 2001, titulada "Continuación del diálogo sobre las medidas para promover y consolidar la democracia"; 2002/46, de 23 de abril de 2002, titulada "Nuevas medidas para promover y consolidar la democracia"; 2003/36, de 23 de abril de 2003, titulada "La interdependencia entre la democracia y los derechos humanos", y 2004/30, de 19 de abril de 2004, titulada "Incremento de la función de las organizaciones e iniciativas regionales, subregionales y de otro tipo al promover y consolidar la democracia",

1.
Declara que forman parte de la democracia el respeto de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales como la libertad de asociación y de reunión pacífica, la libertad de expresión y de opinión, y el derecho a participar en los asuntos públicos directamente o a través de representantes libremente elegidos y a votar y ser elegidos en elecciones periódicas, libres y auténticas por sufragio universal e igual y mediante voto secreto, garantizándose así la libre expresión de la voluntad popular, así como un sistema pluralista de organizaciones y partidos políticos, el respeto del estado de derecho, la separación de poderes, la independencia del poder judicial, la transparencia y la responsabilidad en la administración pública, y la existencia de medios de comunicación libres, independientes y pluralistas;

2.
Reafirma el derecho a votar y ser elegido en elecciones periódicas auténticas sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento u otra condición social, y destaca que las personas habilitadas para votar han de tener la libertad de escoger a cualquier candidato y de apoyar u oponerse al gobierno, sin influencias indebidas o coerción de ningún tipo que distorsionen o inhiban la libre expresión de la voluntad de los electores, y que se han de respetar y acatar los resultados de las elecciones auténticas;

3.
Toma nota con reconocimiento de que en el informe del Secretario General titulado "Un concepto más amplio de la libertad:  desarrollo, seguridad y derechos humanos para todos" (A/59/2005) se considera que la protección y la promoción de los valores universales del estado de derecho, los derechos humanos y la democracia son fines en sí y que también son imprescindibles para lograr un mundo de justicia, oportunidades y estabilidad;

4.
Toma nota con satisfacción del seminario de expertos sobre la democracia y el estado de derecho que tuvo lugar en Ginebra del 28 de febrero al 2 de marzo de 2005 y celebra que la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos haya hecho la recopilación de documentos internacionales y regionales sobre la promoción y consolidación de la democracia;

5.
Reafirma que la democracia favorece la promoción y la protección de los derechos civiles y políticos, así como el gradual ejercicio efectivo de todos los derechos económicos, sociales y culturales;

6.
También reafirma que la promoción y la protección de los derechos humanos son imprescindibles para que exista una sociedad democrática;

7.
Considera que es importante que se siga desarrollando y fortaleciendo el régimen de derechos humanos de las Naciones Unidas a fin de consolidar la democracia;

8.
Recuerda que la interdependencia entre una democracia que funciona, instituciones fuertes y responsables y el efectivo imperio de la ley es esencial para que haya un gobierno legítimo y efectivo que respeta los derechos humanos;

9.
Destaca que los países que salen de un conflicto tal vez necesiten medidas especiales para enfrentar el legado de las violaciones de los derechos humanos y sacar adelante la gobernanza democrática y el imperio de la ley;

10.
Celebra los esperanzadores adelantos registrados últimamente en los países de todos los continentes en que ha habido elecciones libres por primera vez, se han hecho enmiendas constitucionales positivas y se han afianzado las instituciones democráticas;

11.
Recuerda que la democratización puede ser un proceso frágil y que es esencial que impere la ley y se respeten los derechos humanos para que las sociedades democráticas tengan estabilidad;

12.
Recuerda también que los Estados son los garantes de la democracia, los derechos humanos y el imperio de la ley y tienen la responsabilidad de que existan plenamente;

13.
Celebra los compromisos adquiridos de ejecutar los planes de acción aprobados en la Quinta Conferencia Internacional de las Democracias Nuevas o Restauradas (Ulaanbaatar, del 10 al 12 de septiembre de 2003) y en la Segunda Conferencia Ministerial de la Comunidad de Democracias (Seúl, del 10 al 12 de noviembre de 2002), así como la Declaración adoptada en el Simposio sobre las prácticas de la democracia, los derechos y las libertades en la comunidad de habla francesa (Bamako, del 1º al 3 de noviembre de 2000);

14.
Alienta a los Estados a que no cejen en sus esfuerzos por fortalecer el imperio de la ley y promover la democracia:

a)
Defendiendo la separación de poderes:


i)
Adoptando las disposiciones legislativas, judiciales u otras de carácter institucional apropiadas;


ii)
Asegurando el acceso a información que puedan entender la población y las agrupaciones sociales sobre el ejercicio de sus derechos, como se dispone en el artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos;


iii)
Colaborando con las organizaciones de la sociedad civil y permitiendo que participen en el debate público de las decisiones que podrían desembocar en la efectiva separación de poderes y el imperio de la ley de forma más completa;


iv)
Adoptando medidas dinámicas y coherentes para sensibilizar más a la población de sus derechos humanos y sus posibilidades de invocar remedios, como dispone la ley, cuando se vulneran sus derechos;

b)
Garantizando que ninguna persona ni ninguna institución pública o privada está por encima de la ley, velando por que:


i)
En su ordenamiento jurídico, se respeten los principios de igualdad de protección judicial y legal;


ii)
No se tolere que las violaciones de la normativa de derechos humanos y del derecho internacional humanitario queden impunes y se investiguen y sancionen como es debido, por ejemplo enjuiciando a los autores de todo delito por conducto de los mecanismos nacionales o, cuando proceda, de los mecanismos regionales o internacionales, de conformidad con las garantías internacionales de imparcialidad y debido proceso;


iii)
Todos los servidores públicos, independientemente del cargo, rindan cuentas a cabalidad y con prontitud de toda infracción que cometan;


iv)
No haya ningún tipo de discriminación en la administración de justicia;


v)
La ley se aplique con suficiente certitud y previsibilidad para que no se cometan arbitrariedades;


vi)
Se elaboren e implementen como es debido estrategias y medidas generales contra la corrupción para que el órgano judicial siga siendo independiente e imparcial y se asegure que los miembros de los aparatos judicial, legislativo y ejecutivo actúen responsablemente;


vii)
Los institutos castrenses respondan a las autoridades civiles democráticamente elegidas;


viii)
Los juzgados militares o los tribunales especiales sean independientes, competentes e imparciales y que esos juzgados o tribunales se atengan a las formas del debido proceso y las garantías de justicia, conforme a las obligaciones internacionales;

c)
Respetando la igualdad ante la ley:


i)
Garantizando el derecho a la libertad y la seguridad de la persona sin distingos y el acceso a información sobre sus derechos y la igualdad de acceso a los tribunales, hasta por medios ajenos a la judicatura;


ii)
Tomando medidas dinámicas para mejorar el acceso a la justicia de los miembros de grupos desprotegidos y vulnerables que se encuentran en la imposibilidad de ejercer plenamente sus derechos humanos, entre otras cosas, por la falta de información o de recursos o por ambas cosas;


iii)
Garantizando el derecho a un juicio justo y al debido proceso sin discriminaciones, que comprende el derecho a la presunción de inocencia mientras los tribunales no determinen la culpabilidad;


iv)
Promoviendo constantemente la independencia e imparcialidad del órgano judicial, sin influencias externas ilegítimas o corruptas;


v)
Velando por que existan remedios y sanciones apropiados por la conculcación de los derechos humanos;


vi)
Fortaleciendo la complementariedad de la efectiva protección de los derechos humanos, promoviendo lo que hacen los defensores de los derechos humanos;


vii)
Fomentando la formación permanente de los funcionarios públicos, personal militar, expertos parlamentarios, abogados, jueces de todo nivel y personal judicial, de acuerdo con su esfera de competencia, sobre la normativa y la doctrina jurídica internacionales en materia de derechos humanos, en particular en los aspectos y procedimientos jurídicos que guardan relación con la igualdad ante la ley;


viii)
Apoyando los enfoques incluyentes y democráticos de la elaboración y revisión de los textos elementales en que se basan la democracia y el estado de derecho, los derechos humanos y las libertades fundamentales, como las constituciones y la legislación electoral;

15.
Recalca la importancia de que el parlamento funcione de manera efectiva, transparente y responsable y reconoce que es imprescindible para que se promuevan y protejan la democracia y el imperio de la ley;

16.
Reconoce que, promoviendo el fondo normativo y el ejercicio efectivo de los derechos humanos consagrados en los diversos instrumentos internacionales, la Comisión de Derechos Humanos podrá contribuir a que se desarrollen los principios, las normas y los preceptos básicos de la democracia y del imperio de la ley;

17.
Insta a la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos a que:

a)
Siga desarrollando, en estrecha coordinación con los fondos y programas pertinentes de las Naciones Unidas, sus programas de asistencia técnica en la esfera de la administración de justicia para que se dicten a los funcionarios de las ramas ejecutiva, legislativa y judicial más cursos sobre la normativa y la doctrina jurídica internacionales en materia de derechos humanos, sobre todo los aspectos de derecho y de forma de la separación de poderes y de la igualdad ante la ley;

b)
Coopere, en particular por conducto de los órganos destinados para ello, con el empeño de los gobiernos y los parlamentos nacionales de promover la democracia y el imperio de la ley formando alianzas con las organizaciones de la sociedad civil, en colaboración con los organismos de las Naciones Unidas;


c)
Ayude a los gobiernos que lo soliciten a elaborar proyectos de asistencia técnica específicos que favorezcan la democracia y el imperio de la ley. 

56ª sesión,
19 de abril de 2005.
[Aprobada en votación registrada por 46 votos
contra ninguno y 7 abstenciones.  Véase cap. XI, E/CN.4/2005/L.10/Add.11] 

página 1

página 5

[image: image1.wmf][image: image2.wmf]_1176639366.doc
[image: image1.png]






